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1. El estudio de viabilidad llevado a cabo por la Oficina Permanente desde abril de 2006 ha 
tomado un curso interesante. Inicialmente, se concentró en la viabilidad de un nuevo 
instrumento relativo al tratamiento transfronterizo del Derecho extranjero. Sin embargo, la 
reunión de expertos celebrada del 23 al 24 de febrero de 2007 concluyó que no tendría sentido 
“intentar armonizar integralmente los distintos enfoques respecto del tratamiento del Derecho 
extranjero, ya que no había ninguna necesidad o posibilidad de éxito para dicha armonización”. 
No obstante, los expertos estuvieron de acuerdo en que existía “claramente una necesidad de 
facilitar el acceso al Derecho extranjero” y “apoyaron el trabajo continuo de la Oficina 
Permanente en el área”. Estas conclusiones fueron compartidas por el Consejo sobre Asuntos 
Generales y Política de 2007. En consecuencia, el enfoque del estudio de viabilidad pasó del 
rango jurídico del Derecho extranjero, en particular en los procedimientos civiles y 
comerciales, a la necesidad de una cooperación transfronteriza administrativa y judicial con el 
fin de acceder al contenido del Derecho extranjero. Otros trabajos revelaron posteriormente la 
creciente importancia práctica de información relativa al Derecho (extranjero) disponible en 
línea. 
 
2. Como lo demuestra el “Informe de la Reunión de Expertos sobre Cooperación Mundial 
sobre la Provisión de Información Jurídica relativa a Leyes Nacionales en línea (19-21 de 
octubre de 2008)”1, el desarrollo reciente a nivel mundial de la informatización de la 
información jurídica (en particular, de leyes, registros legislativos (debates parlamentarios y 
otros documentos explicativos), decisiones judiciales, y literatura jurídica) y el volver este 
material accesible, generalmente sin ningún costo para el público, ha sido verdaderamente 
asombroso. La motivación y el empuje de los participantes interesados en el trabajo de las 
organizaciones representadas en la reunión de octubre de 2008 y el interés despertado por 
dicho trabajo (y muchos otros) son impresionantes. El Movimiento de Acceso Gratuito al 
Derecho y las actividades de otros institutos de información jurídica que promueven la 
accesibilidad en línea a la información jurídica mantienen claramente la promesa para un 
futuro en que los gobiernos ya no seguirán utilizando textos impresos y la información jurídica 
estará esencialmente disponible en formato digital – “un mundo sin papel” que ya se ha vuelto 
visible en otras actividades de la Conferencia de La Haya (e.g., el Programa Piloto de Apostilla 
electrónica (e-APP)). 
 
3. Por una parte, la creciente accesibilidad en línea a documentos jurídicos permite la 
resolución de determinadas cuestiones (aunque ni mucho menos todas) relativas al contenido 
del Derecho extranjero, reduciendo así hasta cierto punto la necesidad de un mecanismos de 
cooperación jurídica internacional. Por otra parte, este desarrollo plantea en sí mismo algunos 
desafíos, en particular en situaciones transfronterizas que se beneficiarían de las formas de 
apoyo de la cooperación internacional. En efecto, la reunión de expertos de octubre de 2008 ya 
formuló algunos “Principios rectores a considerar al desarrollar un instrumento futuro” con 
respecto al acceso libre a documentos jurídicos en formato electrónico, facilitando la 
reimpresión / reutilización, integridad, identificación del origen, preservación, citaciones, 
traducciones, sistemas basados en el conocimiento, y apoyo y cooperación2. Claramente, estos 
principios constituyen un primer intento, pero son un resultado explícito, acordado en sólo dos 
días, y proporcionan la indicación de una posible dirección de trabajo por parte de la 
Conferencia de La Haya. 
 
4. Las conclusiones de la reunión de expertos de octubre sugiere que la Conferencia de La 
Haya podría convertirse en una plataforma muy valiosa para la cooperación con los institutos 
de información jurídica y los gobiernos, para facilitar el acceso al Derecho extranjero y 
desempeñar una función de coordinación en los muchos esfuerzos en curso para establecer 
estándares para las fuentes jurídicas en línea. La plataforma estaría avalada por un conjunto 
de “reglas de juego” que demandarían determinados esfuerzos progresivos (más que 

                                                 
1 Redactado por la Oficina Permanente, Doc. Prel. N° 11 B de marzo de 2009 a la atención del Consejo sobre Asuntos 
Generales y Política de la Conferencia de marzo / abril de 2009 (disponible en el sitio web de la Conferencia de 
La Haya < www.hcch.net > bajo “Work in Progress” luego “General Affairs” [únicamente en inglés y francés]). 
2 Ver Anexo. 
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resultados)3 por parte de los gobiernos, y tal vez, el establecimiento de un comité permanente 
de expertos para desarrollar y supervisar estándares de calidad o mejores prácticas para el 
libre acceso a la información y publicación en línea. Las reuniones de tal comité probablemente 
podrían estar en gran parte autofinanciadas por las propias instituciones, puesto que cada una 
de ellas tiene interés en colaborar con las otras y con los gobiernos, en el desarrollo de 
estándares mundiales comunes realistas y en asegurar su observancia. El trabajo podría 
conducir a un “portal de La Haya para el acceso al Derecho extranjero” que guiaría a los 
usuarios hasta profesionales acreditados (con fundamento en estándares) en información 
jurídica. Esto sería de gran utilidad para los gobiernos, tribunales, profesionales del Derecho y 
el público en general.  
 
5. La necesidad de información sobre el Derecho extranjero aumentará en los próximos 
años y décadas. De forma creciente, la estructura de las acciones legales estará conectada con 
más de un sistema jurídico, y las partes y sus asesores necesitarán, ya sea ex ante o ex post, 
determinar el Derecho aplicable a sus relaciones y transacciones. Los instrumentos 
internacionales a nivel regional (ejemplos recientes: los Reglamentos CE Roma I y II sobre el 
Derecho aplicable a las obligaciones contractuales y extracontractuales) y a nivel mundial 
(ejemplo reciente, el Convenio de La Haya sobre Acuerdos de Elección de Foro) acentúan la 
necesidad de acceso al contenido del Derecho extranjero4. La integración regional permanente 
y la globalización aumentarán aún más esta necesidad. Mientras que la cooperación a través 
de la plataforma prevista se centraría en facilitar el acceso al contenido del Derecho 
extranjero, los beneficios podrían ir más allá de esto, dado que el trabajo en el establecimiento 
de estándares podría extenderse a la información jurídica para fines locales5. Obviamente este 
efecto indirecto demandaría mayor reflexión y coordinación.  
 
6. La reunión de expertos de octubre de 2008 fue unánime en su visión de que, sin importar 
cuán perfeccionada, la accesibilidad a la información jurídica en línea sólo podría ofrecer una 
solución a determinadas necesidades de información. Más precisamente, siempre quedaría una 
necesidad de “una fotografía” del Derecho aplicado en un momento determinado en un 
contexto particular. Seguiría siendo esencial un mecanismo efectivo que permitiera, en 
particular a los tribunales, obtener dicha información del extranjero. Esta constatación 
confirmó las conclusiones de la reunión de expertos de febrero de 20076 emplazándola en un 
contexto de disponibilidad continuamente creciente de información jurídica en línea. 
 
7. La reunión de expertos de febrero de 2007 ya había considerado la necesidad del 
desarrollo de un nuevo mecanismo de cooperación para suministrar declaraciones fidedignas 
sobre Derecho extranjero. Había reconocido que los mecanismos multilaterales existentes, en 
particular los Convenios de Londres y Montevideo, (1) eran de carácter regional y no mundial, 
(2) no eran objeto de revisión regular, y (3) no tomaban en cuenta los medios modernos de 

                                                 
3 Tales obligaciones de realizar los mayores esfuerzos no son desconocidas en los Convenios de La Haya. Para un 
ejemplo reciente ver art. 35(1) del Convenio de La Haya de 23 de noviembre de 2007 sobre el Cobro Internacional de 
Alimentos para los Niños y otros Miembros de la Familia, conforme al cual “se insta a los Estados contratantes a 
promover, incluso mediante acuerdos internacionales, la utilización de los métodos menos costosos y más eficaces de 
que se disponga para la transferencia de fondos a ser pagados a título de alimentos” o el art. 12(7) de ese Convenio 
que dispone que “las Autoridades Centrales utilizarán los medios de comunicación más rápidos y eficaces de que 
dispongan”. 
4 Algunos instrumentos internacionales han desarrollado disposiciones específicas para la cooperación administrativa y 
judicial con respecto a la determinación de una cuestión jurídica de acuerdo al Derecho extranjero o inclusive con 
respecto al rango jurídico del derecho extranjero en los procedimientos locales, cf. arts. 15 y 14, respectivamente del 
Convenio de La Haya de 25 de octubre de 1980 sobre los Aspectos Civiles de la Sustracción Internacional de Menores. 
Cf. también art. 35 del Convenio de La Haya de 19 de octubre de 1996 relativo a la Competencia, la Ley Aplicable, el 
Reconocimiento, la Ejecución y la Cooperación en materia de Responsabilidad Parental y de Medidas de Protección de 
los Niños. 
5 Tales compromisos internos podrían conducir a la implementación de la responsabilidad, transparencia y libre acceso 
a la información pública, incluyendo la legislación, los principios hallados en instrumentos internacionales tales como la 
Declaración de Principios de Génova de la Cumbre Mundial de 12 de diciembre de 2003 sobre la Sociedad de 
Información y la Declaración de Montreal de 26 de octubre de 2007 sobre “Acceso Libre al Derecho”. 
6 Ver “Estudio de Viabilidad del Tratamiento del Derecho Extranjero – Informe de la reunión de los días 23-24 de 
febrero de 2007” preparado por la Oficina Permanente, Doc. Prel. N° 21 A de marzo de 2007 a la atención del Consejo 
sobre Asuntos Generales y Política de abril de 2007 de la Conferencia de La Haya (disponible en < www.hcch.net >, 
bajo el título “Work in Progress” luego “General Affairs”), pp. 5-6, “Post-discussion proposed model”.  
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comunicación electrónica. Existen entonces argumentos para un nuevo instrumento mundial 
que, además de un capítulo que cree una plataforma para la cooperación respecto al 
establecimiento de los estándares descritos más arriba, establecería un mecanismo específico 
para brindar respuestas a las necesidades de información sobre Derecho extranjero en el 
contexto particular del litigio. Este instrumento esencialmente: 
 

– sería de carácter mundial, 
– estaría sujeto a revisiones periódicas tendientes a examinar y mejorar su 

funcionamiento práctico, y 
– estaría adaptado a los medios de comunicación modernos. 

 
8. El nuevo mecanismo podría construirse tomando como base los mejores rasgos de los 
sistemas multilaterales existentes y a la vez teniendo en cuenta una disponibilidad mucho más 
extensa de información jurídica en línea. Esto significaría, e.g., que las respuestas podrían ser 
más cortas que en virtud de los sistemas de tratados actuales, y que podrían referirse a otras 
fuentes en línea para documentos adicionales o de referencia. El nuevo sistema debería ser 
flexible, permitiendo a cada Estado parte requerido ya sea designar a uno o más puntos de 
contacto para que ellos mismos redacten la respuesta o transmitir la solicitud a una entidad o 
persona eficiente y digna de confianza para que redacte la respuesta. Además debería 
construirse una posibilidad opcional para permitir a los tribunales, o en su caso a otras 
autoridades o profesionales legales de un Estado parte, dirigir directamente una solicitud a una 
autoridad designada en otro Estado parte. Aún está por establecer si el eje del sistema debería 
ser la cooperación entre las autoridades administrativas (“Centrales”) o un sistema de 
cooperación / certificación judicial7, o una combinación de ambos. Se debería prestar especial 
atención tanto al factor económico, tanto para las situaciones que puedan surgir cuando se 
transmitan solicitudes a entidades privadas o profesionales cualificados8, como para el gasto 
económico de entidades administrativas u otras entidades de los Estados partes requeridos 
que puedan surgir de la redacción de requerimientos de información en virtud de dicho 
mecanismo. 
 
9. El mecanismo tal y como ha sido dispuesto por los Convenios de Londres y Montevideo 
no es adecuado en casos complejos, tales como los procedimientos prolongados de insolvencia 
o sucesión, con ramificaciones tal vez en multitud de países. Para tales casos, sería de utilidad 
si un futuro instrumento de La Haya creara una red de entidades especialistas e instituciones 
reconocidas y / o expertos individuales que cumplirían con determinados criterios 
internacionales de profesionalidad y experiencia.  
 
10. Parecería por lo tanto que puede realizarse un trabajo útil a través de un nuevo Convenio 
de La Haya que constaría de tres partes:  

(a)  Parte I: facilitar el acceso a la información jurídica en línea sobre el Derecho 
extranjero. Esta parte se centraría en asegurar el libre acceso a los principales 
documentos jurídicos de un país u organización de integración económica regional, 
en particular legislación, jurisprudencia y acuerdos internacionales (y, 
eventualmente, doctrina, que sería importante en las jurisdicciones de Derecho civil) 
para la publicación y reimpresión / reutilización en línea; posiblemente podría 
ofrecer orientación relativa a los estándares de calidad realistas o las mejores 
prácticas para dicho libre acceso y publicación en línea, y tal vez el disponer de un 
cuerpo permanente de expertos para supervisar el desarrollo de estándares 
prácticos y / o mejores prácticas en estas áreas, también con vistas a la 
compatibilidad o “interoperabilidad” de los estándares de publicación mundial en 
línea.  

                                                 
7 Según la práctica en virtud de la Ley de Certificación Uniforme de Cuestiones de Derecho (1995) en los Estados 
Unidos de América, en algunos estados también en respuesta a consultas de los tribunales canadienses y mexicanos, 
ver “Estudio de Viabilidad del Tratamiento del Derecho Extranjero – Informe de la reunión de los días 23-24 de febrero 
de 2007 – Cuadros de síntesis sobre el estado y el acceso a la legislación extranjera en una serie de jurisdicciones”, 
preparado por la Oficina Permanente con la asistencia de expertos, algunos de los cuales asistieron a la reunión de 
expertos de los días 23-24 de febrero, Doc. Prel. N° 21 B de marzo de 2007 a la atención del Consejo sobre Asuntos 
Generales y Política de abril de 2007 de la Conferencia de La Haya (disponible en < www.hcch.net >, bajo el título 
“Work in Progress” luego “General Affairs”), p. 39. 
8 Cf. art. 6 del Convenio de Londres. 
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(b)  Parte II: cooperación administrativa / judicial internacional. Esta parte dispondría el 
manejo de peticiones de información en respuesta a preguntas concretas relativas a 
la aplicación del Derecho extranjero con relación a cuestiones específicas que 
surgen en un procedimiento judicial (y posiblemente en otros contextos), y para los 
cuales la información disponible en línea no es suficiente. 

 
(c) Parte III: una red mundial de instituciones y expertos para cuestiones más 

complejas. Esta parte abordaría situaciones donde podría haber una necesidad de 
acceso a una información más profunda sobre cuestiones jurídicas complejas en 
áreas específicas (e.g., insolvencia o sucesión), o en el curso de litigios complejos 
que involucren la interacción de áreas múltiples del Derecho(s) extranjero y / o 
local. Aquí, uno podría pensar en una serie de redes de organizaciones cualificadas 
(colegios de abogados, institutos de Derecho comparado, organizaciones de notarios 
y otros especialistas, cuyos servicios no serían gratuitos) facilitadas por medio de la 
Oficina Permanente. 

 



 

A N E X O
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Principios rectores a considerar al desarrollar un instrumento futuro9 
 
 
Libre acceso  
 
1. Los Estados partes asegurarán que sus documentos jurídicos, en particular la legislación, 

las sentencias de los tribunales de justicia y tribunales administrativos y los acuerdos 
internacionales, se encuentren disponibles para el libre acceso en formato electrónico por 
parte de cualquier persona, incluidas aquellas que se encuentren en el extranjero.  

 
2. También se alienta a los Estados partes a hacer disponible para el libre acceso 

documentos históricos relevantes, incluidos los trabajos preparatorios y la legislación que 
haya sido modificada o revocada, así como también documentos explicativos relevantes.  

 
Reproducción y reutilización  
 
3. Se alienta a los Estados partes a permitir y facilitar la reproducción y la reutilización de 

los documentos jurídicos a los que se hace referencia en los párrafos 1 y 2 por parte de 
otras entidades, en particular con el fin de asegurar el libre acceso público a los 
documentos, y eliminar cualquier impedimento a dicha reproducción y reutilización.  

 
Integridad y autoridad  
 
4. Se alienta a los Estados partes a hacer disponibles versiones fidedignas de sus 

documentos jurídicos en soporte electrónico.  
 
5. Se alienta a los Estados partes a tomar todas las medidas razonables a su disposición 

para asegurar que los documentos jurídicos fidedignos puedan ser reproducidos o 
reutilizados por otras entidades con indicaciones claras de su origen e integridad 
(autoridad).  

 
6. Se alienta a los Estados partes a eliminar los obstáculos a la admisibilidad de estos 

documentos en sus tribunales.  
 
Conservación 
 
7. Se alienta a los Estados partes a asegurar la conservación y accesibilidad a largo plazo de 

los documentos legales a los que se hace referencia en los párrafos 1 y 2 supra.  
 
Formatos abiertos, metainformación y sistemas basados en el conocimiento  
 
8. Se alienta a los Estados partes a hacer disponibles sus documentos jurídicos en formatos 

abiertos y reutilizables y con la metainformación que se encuentre disponible.  
 
9. Se alienta a los Estados partes a cooperar en el desarrollo de estándares comunes para la 

metainformación aplicable a los documentos jurídicos, particularmente aquellos 
destinados a permitir y alentar el intercambio.  

 
 
10. En el caso en que los Estados partes suministren sistemas basados en el conocimiento 

para asistir en la aplicación o interpretación de sus documentos jurídicos, se les alienta a 
hacer dichos sistemas disponibles al libre acceso público, la reproducción y la 
reutilización.  

 

                                                 
9 Principios desarrollados por los expertos que se reunieron entre el 19 y el 21 de octubre de 2008 por invitación de la 
Oficina Permanente de la Conferencia de La Haya de Derecho Internacional Privado como parte de su estudio de 
viabilidad sobre el proyecto “acceso al Derecho extranjero”. 
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Protección de la información personal 
 
11. La publicación en línea de las decisiones de los tribunales de justicia y administrativos y 

el material relacionado debería ser de conformidad con las leyes de protección de la 
información personal del Estado de origen. Cuando sea necesario proteger los nombres 
de las partes de las sentencias, se pueden hacer anónimos los textos de dichas decisiones 
y los documentos relacionados con el fin de hacerlos disponibles para el libre acceso. 

 
Citas 
 
12. Se alienta a los Estados partes a adoptar métodos neutros de cita de sus documentos 

legales, incluidos métodos que sean neutros respecto con respecto al medio y al 
proveedor y también internacionalmente homogéneos.  

 
Traducciones 
 
13. Se alienta a los Estados partes a suministrar traducciones a otras lenguas de su 

legislación y otros documentos siempre que sea posible.  
 
14. En el caso en que los Estados partes suministren dichas traducciones, se los alienta a 

permitir que estas sean reproducidas o reutilizadas por otras partes, en particular para el 
libre acceso público.  

 
15. Se alienta a los Estados partes a desarrollar capacidades de acceso plurilingües y a 

cooperar en el desarrollo de dichas capacidades.  
 
Apoyo y cooperación 
 
16. Se alienta a los Estados partes y a quienes reimpriman sus documentos jurídicos a hacer 

dichos documentos más accesibles a través de diferentes métodos de interoperabilidad y 
conexión de redes.  

 
17. Se alienta a los Estados partes a asistir en el sostenimiento de aquellas organizaciones 

que cumplan con los objetivos mencionados más arriba y a asistir a otros Estados partes 
a cumplir con sus obligaciones.  

 
18. Se alienta a los Estados partes a cooperar en el cumplimiento de estas obligaciones. 
 


